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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 361
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	11:00 a.m.

	Imputado: 
	Pablo Emilio Zapata Franco

	Cédula de ciudadanía No:
	c.c. No 9’762.122 de Belén de Umbría (Rda.)

	Delito:
	Lesiones Personales Dolosas

	Ofendido:
	Alberto Emilio Zapata Franco

	Procedencia:
	Juzgado Pcuo. del Cto. de Belén de Umbría

	Asunto:
	La defensa apela la decisión que puso término al incidente de reparación integral y que fue incorporada al fallo de condena.


Se pronuncia la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- El día veintiocho (28) de Noviembre del año retropróximo, a eso de las 4:00 horas, el señor PABLO EMILIO ZAPATA FRANCO fue aprehendido por agente del orden cuando en plena vía pública del Municipio de Belén de Umbría (Rda.), agredía físicamente al señor ALBERTO DE JESÚS ORTÍZ GONZÁLEZ propinándolo golpes en su rostro; a consecuencia de lo cual el señor médico legista dictaminó una incapacidad definitiva de veinte (20) días, quedando como secuelas perturbación funcional de órgano de carácter transitorio. 
1.2.- Como era de esperarse, el imputado aceptó los cargos endilgados al momento de la respectiva audiencia preliminar, razón por la cual el asunto pasó a la señora Juez Segundo Promiscuo Municipal de esta población para el fallo anticipado. En su providencia del día veinticinco (25) de enero del presente año, lo declaró penalmente responsable y le impuso como sanción la de dieciséis (16) meses de prisión y multa por valor de siete y medio salaros mínimos legales mensuales vigentes.
1.3.- De manera independiente, se adelantó incidente de reparación de perjuicios, el cual culminó con providencia del tres (3) de marzo del presente año, por medio de la cual se condenó a pagar al penalmente responsable a favor de la víctima las siguientes cantidades: por perjuicio material, el equivalente a $5’184.691.oo, y por perjuicios morales la suma de $381.000.oo, que corresponde a un salario mínimo legal mensual vigente para la fecha de la comisión del hecho.
1.4.- Con esa última determinación no estuvo de acuerdo el sentenciado ni su defensor, razón por la cual la actuación se encuentra en esta Corporación para desatar el recurso de alzada.
2.- El Debate

Lo plantea la defensa en los siguientes términos:

- No está de acuerdo con la cuantía impuesta como perjuicios.

- Considera, de una manera genérica, que la forma en que se obró es lesiva al bloque de constitucionalidad, a los principios rectores, a los Tratados Internacionales y a la Constitución Política, por infracción al debido proceso y al derecho de defensa, pues considera que no se dio oportunidad para controvertir las pruebas por falta de publicidad.
- Agrega que hay necesidad de la prueba y ello corre por cuenta de la parte que tiene la pretensión, a cuyo efecto había lugar a analizar la legalidad, la autenticidad, la pertinencia y la conducencia. Aquí constan tan solo unos recibos minerva por viáticos, algunos de los cuales no se sabe quién los pagó; pero no aparecen las facturas por los otros gastos de tabique y de odontología. Sí existe una cotización pero no por las cuantías a las cuales se hace referencia.
- Que en ese sentido se cercenó el derecho a discutir y ante ello hay que decir que no existe nada que sustente la pretensión indemnizatoria. Desde el principio, el incidente comenzó “cojo” porque no existía prueba válida y con ello se lesionaron derechos fundamentales del aquí comprometido.

- No observa relación causa efecto entre lo que se está cobrando con lo realmente ocurrido, pues todo indica que las lesiones ya existían antes de estos acontecimientos, pues le pegó en el tabique y se está hablando de problemas de odontología. 

- Llama la atención acerca de que su prohijado se allanó a los cargos y es consciente que debe pagar algo por el daño causado, pero no todo lo que se dice. Se trata de un campesino humilde, que no tiene con qué pagar, pues tiene como obligación a sus padres y a una niña menor.
A su turno, el señor Fiscal, como parte no recurrente, estima que aquí no se ha violado derecho sustancial alguno, pues todas las partes tuvieron oportunidad de aducir y de controvertir pruebas en el incidente. El aquí comprometido tenía su abogado de confianza, como asesor técnico permanente, motivo por el cual no se observa violación al debido proceso. Tampoco advierte por parte alguna la existencia de prueba ilegales.
Destaca que en este asunto se dieron todas las posibilidades pre y posdelictuales para llegar a una conciliación, y siempre el aquí comprometido estuvo de acuerdo en resarcir los perjuicios, lo que ocurrió fue que la víctima hizo una petición muy alta y el implicado no aceptó ese monto. En ese sentido solicita por parte del Tribunal analizar la posibilidad de que todo esto se pague por cuotas, pues un estudio socio-económico indica que el responsable devenga tan solo un salario mínimo, pues se desempeña como pintor con trabajos esporádicos y posee obligaciones. Aquí se probaron unos daños que él no está en capacidad de resarcir y lo que va a quedar es una decisión para enmarcar.
El señor representante del Ministerio Público, nos dice que está de acuerdo con la intervención de la Fiscalía. También sostiene que aquí no se violó el debido proceso, todas las partes contaron con las oportunidades para hacer valer sus derechos. En verdad, por la escasa capacidad económica del implicado, se debe buscar la forma para que pueda cancelar de la mejor manera esta obligación.

3.- La Decisión

Abordará la Sala el estudio de cada uno de los temas propuestos por las partes, en el siguiente orden: Debido proceso. Relación causal entre el daño causado y los perjuicios. Cuantificación de la indemnización integral. Y por último, falta de capacidad económica para el pago y necesidad de  amortización por cuotas.

Debido Proceso

No observa la Corporación violación al debido proceso en general, ni tampoco a los específicos de derecho de defensa y contradicción; tampoco infracción a los principios de lealtad y buena fe que deben inspirar las actuaciones judiciales.
La defensa no expone de manera específica y concreta en qué consistió la infracción a esos derechos fundamentales, simplemente hace una afirmación genérica sin mayores precisiones; no obstante, una revisión pormenorizada de los registros, nos lleva a concluir que las etapas procesales se cumplieron a cabalidad, muy específicamente lo atinente al incidente de reparación de perjuicios.

El imputado estuvo debidamente asistido para el ejercicio de su defensa técnica. Se pusieron en conocimiento las pretensiones del afectado y se presentaron las pruebas que se tenían como soporte de las erogaciones y demás requerimientos derivados de los daños causados. A su turno, la contraparte tuvo la oportunidad de presentar su oposición a cada uno de esos elementos de convicción, antes de que la señora Juez procediera a hacer la estimación correspondiente.
Relación causal entre el daño y los perjuicios

Insinúa la defensa que se están cobrando perjuicios por lesiones antiguas o inexistentes, es decir, presume un abuso del derecho de parte de la víctima. Esa afirmación la considera el Tribunal infundada y así se afirma por lo siguiente:
- El ofendido sufrió politraumatismo, es decir, múltiples tramas contundentes en cara y cráneo. Con los plurales dictámenes médicos se establecieron básicamente tres lesiones debidamente definidas: en región periorbitaria izquierda, concretamente en el párpado inferior; en zona malar de ese mismo lado; y, en el tabique nasal. Todo lo cual le generó una incapacidad definitiva de veinte (20) días, con perturbación funcional de órgano de carácter transitoria. Estos dictámenes fueron objeto de estimación al momento del fallo y por lo mismo existe claridad en cuanto a su validez y alcance probatorio.
- En el último experticio médico legal se hace constar que: “la desviación del tabique nasal es susceptible -sic- de ser corregida quirúrgicamente y la odontológica de serlo por restaurador oral”. Significa ello, que efectivamente el señor ORTIZ GONZÁLEZ sí requiere ese tipo de intervenciones postraumáticas para recuperar su salud, es decir, no es un invento suyo sino producto de los golpes que recibió de manos de su oponente PABLO EMILIO ZAPATA.

- La contraparte que refiere una presunta concausa que pudiera romper el nexo causal, es decir, la defensa, está en el deber de probar lo que afirma, pues decir que el daño es producto de una lesión anterior a los hechos que aquí se investigan y por esa vía poner en entredicho la lealtad y buena fe de parte de la víctima, es hacer especulaciones sin un soporte probatorio. Lo cierto, lo único cierto entonces, es que el galeno forense detectó traumatismo en las tres zonas faciales anotadas y ellas corresponden precisamente a la documentación presentada para sustentar la indemnización.
Cuantificación de los perjuicios

Se afirma, también sin razón, que los montos aducidos como perjuicios no coinciden con la documentación aportada como soporte. Hecho un cotejo entre lo pedido y lo sustentado, no observa el Tribunal desfase alguno, veamos:

Lo pedido y finalmente admitido por concepto de perjuicios materiales, fue: $1’600.000.oo por rehabilitación oral; $3’000.000.oo por el Otorrino; $198.400.oo de consulta de Hospital; $10.700.oo por consulta médica; $35.400.oo por medicamentos; $72.191.oo por Hospitalización; y, $14.000.oo por transporte. Todo lo anterior, unido a $254.000.oo por concepto de la incapacidad, da como resultado la suma de $5’184.691.oo, lo cual corresponde a la realidad luego de haberse excluido unos cobros por concepto de transporte por no figurar en ellos la persona que hizo el gasto.
No hay lugar a exigir, como lo hace la apoderada de la defensa, que se enseñen las facturas de todos los gastos, como queriendo indicarse que no es suficiente con las respectivas cotizaciones. El argumento no tiene presentación, porque precisamente si de lo que se trata es de ver recuperada la salud del señor ORTIZ GONZALEZ, es decir, si se quieren volver las cosas a su estado original, al menos en lo posible, sería un despropósito exigirle al afectado que cancele de una vez todos los gastos de sus cirugías y sólo después proceda al cobro respectivo. 

Muy por el contrario, lo que corresponde es valorar los perjuicios, hacer efectivo su pago por parte del verdadero responsable, para de ese modo cubrir los costos de las intervenciones quirúrgicas que se consideran indispensables. No hay nada de extraño por tanto en que a ese efecto se presenten las cotizaciones pertinentes y el Juez las justiprecie como aquí ocurrió. Ahora, si con lo que no se está conforme es con el valor de esas cotizaciones, precisamente para ello se corrió el traslado de las mismas a la contraparte, quien pudo objetarlas y traer unas diferentes, pero ya se sabe que eso no ocurrió, no obstante la oportunidad concedida para la controversia.

En conclusión, no hay lugar a desestimar el monto de los perjuicios integrales.

Falta de capacidad económica y amortización por cuotas
Se viene argumentando, a nuestro juicio inequitativamente, que esta forma de proceder no es la más adecuada que porque la persona obligada no está en capacidad de sufragar toda esa suma, que la decisión quedará en el papel para enmarcarla pero no se podrá llevar a la realidad, a consecuencia de lo cual, se ha sugerido que se indiquen unas cuotas que estén a su alcance.
A todo lo anterior hay que decir que no dudamos que el monto señalado pueda ser alto para su pago por parte del señor PABLO EMILIO y que seguramente esta sentencia quedará para enmarcar; pero no se ha pensado en lo siguiente:
- El precio de los daños es el que es y nada más, en su estimación no puede influir para nada la capacidad de pago del responsable. Cosa distinta ocurre, por ejemplo, con las penas pecuniarias (la unidad multa), pues para su configuración sí entran en juego factores externos como los que aquí se mencionan, incluso con la posibilidad de amortizar el pago mediante trabajo o por cuotas periódicas.

- Se habla de la escasa capacidad económica del responsable; pero se olvida el deterioro patrimonial de la víctima, quien además del daño en su salud, ahora se le quiere decir que no cobre lo debido, que asuma el costo de lo que no le corresponde; en otras palabras, que se contente con menos de lo que en realidad debe ser. No vemos que eso sea justo, equitativo y racional. Incluso recuérdese que en lo estimado como perjuicios no se tuvo en consideración otra clase de daños como el llamado de la vida de relación acerca del cual doctrina y jurisprudencia han sido prolijas en atender su procedencia en esta clase de ilícitos. Aquí el ofendido se limitó al cobro de lo estrictamente funcional, como él mismo lo hizo ver de manera insistente al momento de su intervención en el incidente.
- Como se sabe, los bienes del deudor son prenda de garantía para sus acreedores, y aquí ZAPATA FRANCO se convertirá por razón de este título ejecutivo, porque la sentencia de condena lo es, en deudor del señor ORTIZ GONZÁLEZ en el monto estipulado, con lo cual, existen las vías civiles para la recuperación de esas cantidades hacia el futuro, no sólo con los bienes presentes sino con aquellos otros que en adelante ingresen a su patrimonio.
- A nadie se le puede exigir conciliar sus derechos o condonar las acreencias (artículo 1.575 C.C.). Si el perjudicado quiere hacer exigible por la vía judicial hasta el último peso de lo debido, no se puede pretender desconocer ese derecho. Nos parece sí que la funcionaria del conocimiento fue parca en proponer alternativas de solución, pues las conciliaciones no son escenarios para simplemente oír de las partes sus posiciones antagónicas, sino para que el Juez haga su oficio de mediador, de amigable componedor, haciendo propuestas, buscando fórmulas de solución, abriendo caminos para el arreglo, haciendo ver los pro y los contra de cada posición. Para el caso de los delitos de lesión, es muy importante hacer notar, por ejemplo, la incidencia que en el resultado pudo tener la propia víctima. Su posición por tanto no puede ser pasiva, sino proactiva con miras a un racional acercamiento.
- Desde luego que no podría ahora el Tribunal, so pretexto de ser condescendientes con el justiciable, fijar cuotas no acordadas por las partes, amortizar el pago de alguna otra manera diferente al cobro ejecutivo que autoriza un fallo de condena. Lo que corresponde, es dejar en firme la estimación de los perjuicios en la cuantía que por ley y en justicia corresponde, para que con posterioridad, si las partes así lo solicitan, puedan acudir a otras vías alternas en aras de buscar la forma de pago; eso sí, contando como punto de partida con un título ejecutivo, expreso, claro y exigible, en nuestro caso el fallo de condena que contenga lo definido en este incidente de reparación.
- El mecanismo de solución alternativa de la conciliación a la que nos estamos refiriendo, ya no se llevaría a cabo por tanto para definir cuál debe ser el quantum de la indemnización, pues ello quedará establecido judicialmente mediante esta providencia a falta de ese acuerdo previo; sino, que su objetivo será buscar fórmulas de arreglo para el pago efectivo, como medio de evitar la ejecución coactiva que en derecho corresponde. Obviamente, que si el afectado, a su personal discreción y no obstante lo decidido como monto de indemnización en esta sentencia, desea perdonar el cobro de alguna parte de esas sumas, en aras de obtener una pronta cancelación, por tratarse de un derecho dispositivo está en toda libertad de hacerlo, sin que para ello tenga que mediar la injerencia oficiosa por parte de este Tribunal o de la Juez de primera instancia.
Sean estos razonamientos suficientes para suplir las peticiones de las partes ante esta segunda instancia y arribar a la obligada confirmación del fallo recurrido.
ANOTACIÓN FINAL
Hacia el futuro, la señora Juez del conocimiento deberá acoplar los plazos para adoptar la decisión del fallo y del incidente, en la forma indicada por la Sala de Casación Penal en Sentencia de Tutela de fecha siete (7) de Diciembre de 2005, Radicación 22.920, M.P. Alfredo Gómez Quintero, cuya motivación esta Sala de Decisión comparte.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la providencia materia de revisión en lo que fue objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
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